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DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD EXPEDIENTE MENOR DE EDAD / DEBE ACREDITARSE PARENTESCO / INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS DEL DERECHO DE PETICIÓN / IMPIDE RESPUESTA / En el asunto sometido a estudio, en consonancia con lo concluido por el juez de primer nivel, no advierte la Colegiatura que por parte de la accionada se haya afectado el derecho de petición del que es titular el señor AGUDELO LÓPEZ, pues si bien a la fecha dicha entidad no ha dado respuesta al requerimiento efectuado por él, ello obedece a que la solicitud presentada no cumple con los presupuestos del artículo 16 de la Ley 1755/15, por cuanto no explicó cuál era el objeto y las razones en las que se fundamenta su solicitud. Si bien el accionante manifestó en su petición ser el padre de la adolescente de cuyo expediente solicita copia, esa mera circunstancia no era suficiente para que la institución accediera a su pedido, ya que debía demostrar que en efecto tiene un parentesco con la menor y la razón por la cual requiere esa documentación.
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Pereira, quince (15) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 144
                                                                     Hora: 10:50 a.m.                            
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JESÚS ANTONIO AGUDELO LÓPEZ frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta capital, con ocasión de la acción de tutela impetrada contra el Comando de Policía Nacional de Risaralda.

2.- DEMANDA 

Los hechos narrados por el accionante en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) en noviembre 15 de 2017 elevó derecho de petición ante el Comando de Policía Nacional de Risaralda, en el cual solicitó copia del expediente de su hija menor de edad YDAS, quien ha sido conducida en varias ocasiones por la Policía de Infancia y Adolescencia por abuso de sustancias psicoactivas, deserción escolar y del hogar; así mismo, información sobre las actividades de promoción y prevención que ha realizado la Policía Nacional en las instituciones educativas del Departamento desde el año 2015 hasta la fecha, en aras de evitar el uso y abuso de sustancias psicoactivas; (ii) mediante oficio recibido por él en noviembre 25 de 2017, la Jefe del Grupo de Protección de Infancia y Adolescencia MEPER dilató la respuesta a su requerimiento con fundamento en lo establecido el artículo 19 de la Ley 1755/15; y (iii) la solicitud elevada se hizo para obtener copia del expediente de su hija, ya que como padre y representante legal tiene derecho a conocer esa información, y también para saber las actividades de promoción y prevención realizadas por la institución, sin que la misma sea irrespetuosa.
Con fundamento en lo anterior, pide el amparo de su derecho fundamental de petición; y, en consecuencia, se le ordene a la accionada acceder a su pretensión. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante, despacho que admitió la demanda de tutela y dispuso correr traslado de la misma al Comandante de la Policía Nacional Seccional Risaralda y al Jefe de Protección de Infancia y Adolescencia de la Policía Metropolitana en esta ciudad.

- El Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira informa que el derecho de petición elevado por el señor JESÚS ANTONIO AGUDELO LÓPEZ no cumple con los requisitos señalados en el artículo 16 de la Ley 1755/15, toda vez que no allegó registro civil de la menor de edad y/o documento de identidad, como si lo hizo en la demanda de tutela, de conformidad con el cual se pudiera establecer el parentesco con la adolescente y la legitimación en la causa.
Señala que mediante comunicación de noviembre 23 de 2017 se requirió al peticionario para que dentro de los 10 días siguientes corrigiera su solicitud, e indicara el objeto y las razones en las que fundamentaba la petición presentada, en aras de emitir una respuesta de fondo según lo establecido en el artículo 19 de la misma normativa, sin que a la fecha haya cumplido con dicho requerimiento.
Solicita declarar improcedente la acción de tutela, por cuanto esa institución no ha vulnerado el derecho invocado por el actor.
2.2- Mediante sentencia de diciembre 18 de 2017 el juzgado decidió negar el amparo invocado, al considerar que la actuación de la accionada se encuentra ajustada a la normativa aplicable y no afecta el derecho de petición del actor, ya que si bien le pidió complementar y aclarar su solicitud, ello fue en atención a que al versar el requerimiento sobre un proceso adelantado contra una menor de edad debía sustentar las razones de hecho y de derecho que motivan su pedimento, por lo cual no existe conducta omisiva. 
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, el accionante insiste en que debe darse respuesta a su solicitud, toda vez que la información solicitada en el punto uno de la petición está relacionada con su hija DANIELA AGUDELO SALDARRIAGA, y como padre tiene derecho a conocer las circunstancias de tiempo modo y lugar en que la Policía de Infancia y Adolescencia la condujo al ICBF, y en el punto dos, por cuanto como ciudadano quiere conocer qué actividades de promoción y prevención que ha realizado la Policía Nacional en las instituciones educativas del Departamento de Risaralda, ya que está interesado en participar y proponer estrategias para prevenir la drogadicción, delincuencia juvenil.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y Título 3, Capitulo 1 del Decreto 1069/15.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo invocado. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En el presente caso, el señor JESÚS ANTONIO AGUDELO LÓPEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera quebrantado por el Comando de Policía Nacional Seccional Risaralda, al no haber emitido respuesta de fondo a la petición elevada por él en noviembre 15 de 2017, en la que pidió copia del expediente de la menor YDAS, quien es su hija, la cual ha sido conducida en varias ocasiones por la Policía de Infancia y Adolescencia por abuso de sustancias psicoactivas, deserción escolar y del hogar, y así mismo, información sobre las actividades de promoción y prevención que ha realizado la Policía Nacional en las instituciones educativas del Departamento desde el año 2015 hasta la fecha, en aras de evitar el uso y abuso de sustancias psicoactivas
Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un mecanismo de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún medio ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
En el asunto sometido a estudio, en consonancia con lo concluido por el juez de primer nivel, no advierte la Colegiatura que por parte de la accionada se haya afectado el derecho de petición del que es titular el señor AGUDELO LÓPEZ, pues si bien a la fecha dicha entidad no ha dado respuesta al requerimiento efectuado por él, ello obedece a que la solicitud presentada no cumple con los presupuestos del artículo 16 de la Ley 1755/15, por cuanto no explicó cuál era el objeto y las razones en las que se fundamenta su solicitud.
Si bien el accionante manifestó en su petición ser el padre de la adolescente de cuyo expediente solicita copia, esa mera circunstancia no era suficiente para que la institución accediera a su pedido, ya que debía demostrar que en efecto tiene un parentesco con la menor y la razón por la cual requiere esa documentación.

De igual forma, el tutelante tampoco indicó cuál era el motivo por el cual solicita la información atinente a las actividades de promoción y prevención de la drogadicción que en los planteles educativos de la ciudad ha realizado la Policía Nacional.
En esas condiciones, por más que el actor sea el padre de la menor y como ciudadano tenga derecho a que la accionada le informe las labores realizadas en el tema de su interés, su petición debe ajustarse a los presupuestos legales, y precisamente para ello la entidad lo requirió desde noviembre 25 de 2017, sin que a la fecha haya realizado la correspondiente aclaración o complementación, y los argumentos expuestos en el trámite de esta acción no puede ser tenidos en consideración por esa autoridad para efectos de resolver lo pertinente.
Bajo ese entendido, la acción constitucional no tiene vocación de prosperidad, por cuanto lo que debió hacer el tutelante era corregir la petición en la forma indicada en la referida norma y dentro del término oportuno, y no acudir ante el juez de tutela para pedir que se obligue a la entidad a pronunciarse sobre una solicitud que no se ajusta a los lineamientos legales.
Así las cosas, no es posible una determinación diferente a la de acompañar la providencia proferida por el funcionario a quo.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.
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